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PETICIONES 744-98 – ORESTES AUBERTO URRIOLA GONZÁLES

614-00 – CECILIA ROSANA NÚÑEZ CHIPANA
1300-04 – CIPRIANO SABINO CAMPOS HINOSTROZA

ADMISIBILIDAD

PERÚ

26 de agosto de 2010
I.
RESUMEN

1. El presente informe se refiere a tres peticiones interpuestas en representación de Orestes Auberto Urriola Gonzáles (P 744-98)
, Cecilia Rosana Núñez Chipana (P 614-00)
 y Cipriano Sabino Campos Hinostroza (P 1300-04)
 [en adelante también las presuntas víctimas] en las cuales se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). En las peticiones se alega que las presuntas víctimas fueron detenidas y condenadas entre 1996 y 1999 a raíz de Decretos Leyes adoptados a partir de mayo de 1992 relacionados con el delito de terrorismo. Se afirma que esos decretos, así como los procesos penales de ellos derivados, son contrarios a una serie de disposiciones de la Convención Americana. Se indica que las presuntas víctimas fueron condenadas con base en evidencias fabricadas por la Policía Nacional del Perú, declaraciones de testigos y manifestaciones de co-imputados realizadas sin las garantías de un debido proceso.

2. El Estado sostuvo que los procesos seguidos a las presuntas víctimas fueron tramitados de conformidad con las normas preestablecidas en la legislación interna y que aquellas fueron condenadas por tribunales imparciales y competentes con estricto apego a las garantías de un debido proceso. Manifestó que a comienzos del 2003 fue adoptado un nuevo marco legislativo en materia de terrorismo que se ajusta a la Convención Americana y a la Constitución Política del Perú. Alegó que los hechos narrados en las denuncias no tienden a caracterizar violaciones a disposiciones de la Convención y solicitó que la CIDH las declare inadmisibles en virtud del artículo 47.b) y c) del referido instrumento.  

3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer las peticiones y que las mismas son admisibles por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 9, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. La Comisión decidió acumular las peticiones y tramitarlas de forma conjunta en la etapa de fondo, bajo el número de caso 12.773.  Finalmente, decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.


II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La petición 744-98 fue interpuesta el 11 de noviembre de 1998 y el 30 de octubre de 2000, 11 de enero de 2001, 17 de octubre de 2003, 6 de octubre de 2005 y 28 de marzo de 2006 los peticionarios presentaron información adicional. El 17 de marzo de 2008 esa documentación fue trasladada al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 29 de mayo de 2008 el Estado remitió su respuesta y el 4 de diciembre de 2008, 10 de junio, 8 de octubre y 2 de noviembre de 2009 presentó escritos adicionales. Los peticionarios enviaron comunicaciones adicionales el 25 de julio de 2008, 16 de marzo y 3 de agosto de 2009.
5. La petición 614-00 fue recibida el 27 de noviembre de 2000 y el 26 de mayo de 2006 los peticionarios remitieron información adicional. El 19 de noviembre de 2008 esa documentación fue trasladada al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 24 de febrero de 2009 el Estado peruano presentó su respuesta y el 2 de noviembre de 2009 y 7 de junio de 2010 remitió escritos adicionales. Los peticionarios presentaron una comunicación adicional el 21 de abril de 2010.
6. La petición 1300-04 fue recibida el 2 de diciembre de 2004 y el 12 de octubre de 2005 y 17 de mayo de 2006 los peticionarios remitieron información adicional. El 21 de mayo de 2007 esa documentación fue trasladada al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 23 de julio de 2009 el Estado presentó su respuesta, y el 2 de noviembre de 2009 envió un escrito adicional. Los peticionarios enviaron una comunicación adicional el 23 de febrero de 2010.   
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES


Cuestión Previa 

7. En las denuncias consideradas en el presente informe, los peticionarios y el Estado describieron procesos penales seguidos a lo largo de la década de noventa a la luz de decretos leyes en materia de terrorismo promulgados durante el gobierno del ex Presidente Alberto Fujimori. Esos decretos estuvieron vigentes hasta la adopción de un nuevo marco legislativo en materia de terrorismo entre enero y febrero de 2003. Antes de narrar la posición de las partes, la CIDH estima necesario referirse al marco normativo en el que se inscriben los hechos por ellas planteados. 


Legislación antiterrorista en vigor entre mayo de 1992 y enero de 2003

8. En mayo de 1992 fue promulgado el Decreto Ley No. 25475, el cual tipifica el delito de terrorismo en diferentes modalidades. En agosto del mismo año fue promulgado el Decreto Ley No. 25659, el cual tipifica traición a la patria y establece la competencia de la justicia militar para conocer las acusaciones por este delito. Esos decretos, así como los de número 25708, 25744, 25880 y otras normas complementarias introdujeron al ordenamiento jurídico peruano procedimientos diferenciados y excepcionales de investigación, instrucción y juzgamiento de personas acusadas de terrorismo o traición a la patria.

9. Los decretos que conformaban la denominada “legislación antiterrorista” tenían un difundido propósito de contener la escalada de asesinatos selectivos contra operadores de justicia, ocupantes de cargos electivos y agentes de seguridad, desapariciones, atentados con explosivos, secuestros y otras formas indiscriminadas de violencia contra la población civil en diferentes regiones del Perú, atribuida a grupos insurgentes al margen de la ley. 
10. Entre otros aspectos, esos decretos establecían la incomunicación absoluta de los investigados por un lapso de tiempo determinado;
 la realización de audiencias privadas; el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena;
 y plazos sumarios para la presentación de denuncia y dictamen de sentencia, respecto del delito de traición a la patria
. Asimismo, esos decretos prohibían la asistencia de un abogado antes de la primera declaración del investigado ante un representante del Ministerio Público,
 y restringían su actuación en otras etapas del proceso penal; impedían la recusación de magistrados u otros auxiliares de justicia;
 consagraban la figura de jueces y fiscales con identidad secreta (”sin rostro“);
 e impedían el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron de la elaboración del atestado policial de detención
.
11. Con relación a las normas de derecho material, los referidos decretos contemplaban la posibilidad de aplicar más de un tipo penal para conductas de similar o idéntica naturaleza, no diferenciaban el elemento subjetivo culposo y doloso,
 y establecían solamente penas mínimas de privación de libertad, sin fijar penas máximas
.
12. El 12 de mayo de 1992 el Poder Ejecutivo promulgó el Decreto Ley No. 25499, también denominado Ley de Arrepentimiento, el cual reguló la reducción, exención, remisión o atenuación de la pena a personas procesadas o condenadas por el delito de terrorismo que proporcionasen información dirigida a capturar jefes, cabecillas, dirigentes o principales integrantes de organizaciones terroristas
. Mediante el Decreto Supremo Nº 015-93-JUS del 8 de mayo de 1993 el Poder Ejecutivo aprobó el Reglamento de la Ley de Arrepentimiento, el cual establece, entre otras medidas, el secreto o cambio de identidad del declarante arrepentido
. El 31 de octubre de 1994 la Ley de Arrepentimiento perdió su vigencia
.
Legislación antiterrorista en vigor a partir de enero de 2003

13. El 3 de enero de 2003 el Tribunal Constitucional del Perú declaró inconstitucionales una serie de disposiciones de los decretos leyes en materia de terrorismo, promulgados durante el gobierno de Alberto Fujimori
. Esa decisión suprimió las disposiciones que impedían la recusación de magistrados y el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron del atestado policial de detención; y que permitían el enjuiciamiento de civiles por tribunales militares. Por otro lado, fueron declarados inconstitucionales la incomunicación absoluta y el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena.
14. En cuanto a la tipificación del delito de terrorismo, el Tribunal Constitucional mantuvo la vigencia del artículo 2 del Decreto Ley No. 25475, pero condicionó su aplicación a la modalidad dolosa, y estableció parámetros de interpretación para la subsunción de una conducta sindicada en los supuestos del tipo penal. 
15. Con relación a las declaraciones, atestados de detención, informes técnicos y periciales realizados ante operadores de justicia sin rostro, el Tribunal Constitucional declaró que aquellos no resultan automáticamente viciados, correspondiendo a cada juez y jueza del fuero ordinario que conozcan las nuevas acusaciones verificar su valor probatorio en conjunto con otros elementos de convicción y criterios de conciencia establecidos en la legislación procesal penal ordinaria
.
16. Entre enero y febrero de 2003 el Poder Ejecutivo peruano
 expidió los Decretos Legislativos No. 921, 922, 923, 924, 925, 926 y 927
, con el propósito de ajustar la legislación interna a la sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de enero de 2003. De forma general, esos decretos establecen la nulidad de todas las sentencias y procesos seguidos en la jurisdicción militar o conocidos por operadores de justicia con identidad secreta; y la remisión de los actuados respectivos a la Sala Nacional de Terrorismo, posteriormente denominada Sala Penal Nacional, creada en el seno de la Corte Suprema de Justicia e incumbida de distribuir los nuevos procesos a los Juzgados Penales Especializados. La nueva legislación antiterrorista contempla asimismo la publicidad restringida de las audiencias orales
 y la imposibilidad de aplicación de una pena más severa a la dictada en los juicios declarados nulos
.

A. Posición de los peticionarios

1.
Alegatos comunes
17. En las peticiones consideradas en el presente informe se alega que las presuntas víctimas fueron procesadas y condenadas por el delito contra la tranquilidad pública en modalidad de terrorismo, siendo la instrucción, juicio y ejecución penal regulados por la “legislación antiterrorista” adoptada a partir de mayo de 1992. Los peticionarios señalaron que los decretos que conformaban esa legislación son incompatibles con las Constituciones Políticas del 1979, vigente al momento de su expedición, y del 1993, así como tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Perú. Afirmaron que los cargos formulados por el Ministerio Público se fundamentaron en evidencias fabricadas por la Policía Nacional (siembra de pruebas), manifestaciones de terceros realizadas bajo coacción y sindicaciones de arrepentidos, sin la posibilidad de interrogar a las personas que proporcionaron tal información desde las primeras etapas del procedimiento penal.
18. En sus alegatos más recientes, los peticionarios indicaron que el 12 de octubre de 2009 el Congreso peruano promulgó la Ley 29423, la cual suprimió la posibilidad de que personas condenadas por terrorismo soliciten los beneficios penitenciarios de redención de la pena, semi-libertad o libertad condicional. Argumentaron que la aludida ley es incompatible con una serie de derechos protegidos en la Convención Americana.
2.
Alegatos específicos
Orestes Auberto Urriola Gonzáles (P 744-98)
19. A modo de contexto, los peticionarios afirmaron que entre 1974 y 1980 la presunta víctima estudió en la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga en el departamento de Ayacucho, institución de la cual fue profesor universitario el fundador y cabecilla del grupo insurgente Sendero Luminoso, Abimael Guzmán Reynoso. Manifestaron que este hecho, así como el gran número de militantes del Sendero Luminoso reclutados en dicha institución universitaria provocaron la estigmatización de los estudiantes egresados de la misma, y de los residentes del departamento de Ayacucho en general. Indicaron que en este contexto el señor Orestes Auberto Urriola fue detenido a comienzos de la década de ochenta y acusado de pertenecer al aludido grupo insurgente. Se alega que tras ser condenado a la pena de cinco años de privación de libertad por la Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de Ayacucho, la Corte Suprema de Justicia ordenó el archivo del expediente mediante resolución del 20 de mayo de 1983.
20. Los peticionarios adujeron que entre el 2 y 3 de marzo de 1982 una columna del Sendero Luminoso tomó las instalaciones del Establecimiento Penal de la ciudad de Ayacucho, obligando a todos los internos a dejar el establecimiento, incluyendo al señor Urriola Gonzáles, quien se encontraba en ese entonces privado de su libertad en calidad de procesado. 
21. Afirmaron que el 25 de agosto de 1996 el señor Urriola Gonzáles fue detenido por miembros de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE) mientras se desplazaba por el distrito de La Victoria, provincia y departamento de Lima, siendo transferido a los calabozos de la aludida dirección policial. Se aduce que los policías no informaron sobre los motivos de su detención y que tampoco presentaron orden judicial que la fundamentara. Se indica que posteriormente los integrantes de la DINCOTE lo acusaron de haber intermediado el alquiler de un inmueble en la provincia de Lima que habría sido utilizado para el acondicionamiento de coches bomba empleados en atentados por parte del Sendero Luminoso.
22. Los peticionarios afirmaron que el 10 de agosto de 1998 la Sala Superior Penal Corporativa Nacional para casos de Terrorismo (en adelante “la Sala Nacional de Terrorismo”) condenó al señor Urriola Gonzáles a cadena perpetua por el delito de colaboración con el terrorismo. Indicaron que el 10 de diciembre de 1999 la Corte Suprema de Justicia reformó la sentencia y redujo la pena a 30 años de privación de libertad. Adujeron que las referidas sentencias se fundamentaron en i) la existencia de antecedentes penales por parte del señor Urriola Gonzáles, ii) haber participado en la fuga del Establecimiento Penal de Ayacucho en marzo de 1982, iii) haber sido líder estudiantil en la Universidad Nacional San Cristóbal de Huamanga y iv) haber sido intervenido con una libreta electoral de identificación que no le pertenecía. Se alega que las sentencias se fundamentaron asimismo en declaraciones fabricadas por integrantes de la DINCOTE, obtenidas a través de coacciones y chantajes o brindadas por personas que se acogieron a los beneficios de la Ley de Arrepentimiento.
23. Los peticionarios destacaron que el proceso seguido al señor Urriola Gonzáles fue instruido por el delito de afiliación a organización terrorista, mientras que la sentencia dictada en su contra le imputó el delito de colaboración con el terrorismo, previsto en el artículo 4 del Decreto Ley No. 25475. Afirmaron que algunos magistrados de la Sala Nacional de Terrorismo y Corte Suprema de Justicia que dictaron las aludidas sentencias condenatorias fueron posteriormente removidos de sus cargos a raíz de acusaciones de cohecho y colusión delictiva con altos funcionarios del gobierno de Alberto Fujimori.
24. Los peticionarios afirmaron que contra la ejecutoria suprema de 10 de diciembre de 1999 el señor Urriola Gonzáles presentó una acción de habeas corpus, en la cual planteó la falta de fundamentación en las sentencias dictadas en su perjuicio y una indebida valoración de las pruebas actuadas durante la investigación preliminar y juicio oral. De acuerdo con la información presentada, la acción de habeas corpus fue declarada infundada mediante resolución firme del Tribunal Constitucional de 28 de diciembre de 2004.  
25. Por último, los peticionarios alegaron que el Estado peruano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 2, 5, 7, 8, 9 y 24 de la Convención.

Cecilia Rosana Núñez Chipana (P 614-00)

26. Los peticionarios alegaron que entre julio y octubre de 1996 la DINCOTE emitió una serie de atestados en los cuales acusó a la señora Cecilia Rosana Núñez Chipana de pertenecer al Sendero Luminoso y de haber participado en atentados con coches bomba atribuidos al referido grupo insurgente. Manifestaron que dichos atestados se basaron en declaraciones de arrepentidos, manifestaciones de testigos que se retractaron de sus versiones en ámbito judicial y testimonios obtenidos por medio de torturas, chantajes y coacciones. Indicaron que a comienzos de 1998 las autoridades judiciales peruanas emitieron una orden de detención con fines de extradición contra la señora Núñez Chiapana, quien en este momento se encontraba en Venezuela, siendo extraditada al Perú el 3 de julio del mismo año.

27. Según los peticionarios, una serie de pruebas producidas en perjuicio de la señora Núñez Chipana durante la etapa preliminar de investigación fueron instruidas por fiscales “sin rostro”. Afirmaron que tras la realización de varias audiencias orales, la Sala Nacional de Terrorismo dictó sentencia el 31 de julio de 1998, condenándola a 25 años de detención por el delito de terrorismo. Indicaron que el 10 de diciembre de 1999 la Corte Suprema de Justicia ratificó dicha sentencia, ampliando la pena a 30 años de privación de libertad
. Se indica que los representantes de la presunta víctima presentaron pedidos de recusación contra magistrados de la Sala Nacional de Terrorismo y Corte Suprema de Justicia, pero que tales pedidos fueron rechazados in limine en virtud del artículo 13.h del Decreto Ley 25475.
28. Los peticionarios hicieron hincapié en que la Corte Suprema de Justicia aumentó la pena impuesta a la señora Núñez Chipana, pese a que solamente su representante legal, y no el representante del Ministerio Público, había recurrido de la sentencia de la Sala Nacional de Terrorismo de 31 de julio de 1998, existiendo por lo tanto un incumplimiento del principio de no reformatio in peius. Adujeron que la ejecutoria suprema de 10 de diciembre de 1999 fue hecha de conocimiento del abogado defensor de la señora Cecilia Núñez el 25 de mayo de 2000, de manera informal y sin notificación oficial. De acuerdo con la información suministrada, desde el dictamen de sentencia condenatoria el 31 de julio de 1998 la señora Núñez Chipana se encuentra privada de su libertad en el Penal de Mujeres de Chorrillos. Se indica que fue sometida al régimen de máxima seguridad previsto para internos condenados por los delitos de terrorismo y traición a la patria, teniendo una hora diaria de salida al patio y una hora semanal de visita a través de un locutorio. Se aduce asimismo que estuvo internada en una celda reducida y que pese a reiterados pedidos para que se modifiquen sus condiciones penitenciarias, estos nunca fueron atendidos.

29. Los peticionarios señalaron que con ocasión de la adopción del nuevo marco legislativo en materia de terrorismo a comienzos de 2003, los representantes de la presunta víctima requirieron la nulidad del proceso penal seguido entre 1996 y 1999, aduciendo que varias pruebas habían sido instruidas ante fiscales sin rostro. Afirmaron que el 4 de octubre de 2004 la Sala Penal Nacional declaró no haber nulidad en el proceso, limitándose a reducir la pena impuesta a la señora Núñez Chipana a 25 años de prisión.

Cipriano Sabino Campos Hinostroza (P 1300-04)
30. Los peticionarios afirmaron que a raíz del atestado policial 14-SECOTE-PNP-CH de fecha 20 de octubre de 1997, el señor Hinostroza fue detenido por agentes de la DINCOTE juntamente con su madre, dos hermanos y una hermana el 31 de octubre del mismo año.  Indicaron que los policías que participaron de la detención se apropiaron de bienes muebles de la madre de la presunta víctima, señora María Hinostroza, lo cual consideraron vulnerar el derecho protegido en el artículo 21 de la Convención.  
31. Los peticionarios alegaron que en base al mismo atestado policial 14-SECOTE-PNP-CH, la presunta víctima fue sometida a un proceso ante el Juzgado Penal de la Merced-Chanchamayo (expediente Nº 243-98-P), por robo agravado y otros delitos comunes, y a un segundo proceso ante la Sala Nacional de Terrorismo (expediente Nº 18-98-T), por el delito de terrorismo. Se indica que fue condenado en el segundo proceso a 20 años de prisión mediante sentencia de la Sala Nacional de Terrorismo de fecha 4 de diciembre de 1998. Se aduce que el 12 de abril de 1999 la Corte Suprema de Justicia declaró no haber nulidad en la referida sentencia. 
32. Según lo alegado, el 17 de junio de 1999 la Sala Mixta Descentralizada de la Merced ordenó el archivo del expediente No. 243-98-P, en el cual se acusaba al señor Campos Hinostroza de delitos comunes, declarando existir cosa juzgada en vista de la sentencia condenatoria por terrorismo recaída en el expediente 18-98-T. Los peticionarios hicieron hincapié en que en un párrafo considerativo de la resolución de 17 de junio de 1999, la Sala Mixta de la Merced habría señalado que si bien el señor Campos Hinostroza y otros co-imputados pudieron haber pertenecido al grupo insurgente Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA), al momento de ser intervenidos se dedicaban a la delincuencia común. Señalaron que a pesar de esas consideraciones, la Sala Nacional de Terrorismo no se inhibió de conocer las acusaciones y, mediante una calificación errónea de los hechos, lo condenó por delitos tipificados en el Decreto Ley 25475, cuya pena y régimen carcelario son más severos que los contemplados en la legislación penal ordinaria.
33. Los peticionarios adujeron que la sentencia de la Sala Nacional de Terrorismo de 4 de diciembre de 1998 se fundamentó exclusivamente en el atestado policial 14-SECOTE-PNP-CH, sin que existiera otro medio probatorio capaz de desvirtuar la presunción de inocencia del señor Campos Hinostroza. Afirmaron que en diciembre de 2002 el señor Campos Hinostroza fue trasladado al establecimiento penal de Yanamayo-Puno, ubicado a más de 1.800 kilómetros de distancia de la ciudad de Chanchamayo, departamento de Junín, donde residen sus familiares. Se alega que esa situación implica la violación del derecho protegido en el artículo 5 de la Convención en perjuicio del señor Campos Hinostroza y sus familiares. 
34. Los peticionarios indicaron que tras la resolución del Tribunal Constitucional de 3 de enero de 2003 en el expediente No. 010-2002-AI/TC (acción de inconstitucionalidad formulada por Marcelino Tineo Silva y otros ciudadanos)
, el señor Campos Hinostroza interpuso una acción de habeas corpus el 10 de enero del mismo año requiriendo la nulidad del proceso penal con expediente Nº 18-98-T. De acuerdo con la información presentada, la acción de habeas corpus se fundamentó en un presunto error por parte de la Sala Nacional de Terrorismo en la valoración de las pruebas y calificación jurídica de las conductas sindicadas al señor Campos Hinostroza. Los peticionarios indicaron que esa acción fue declarada infundada mediante resolución del Tribunal Constitucional de 25 de junio de 2004.
35. Por último, los peticionarios afirmaron que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 8, 9 y 21 de la Convención Americana.      
B.
Posición del Estado

1.
Alegatos comunes

36. El Estado alegó que los procesos penales seguidos contra las presuntas víctimas fueron conducidos de conformidad con las normas preestablecidas en la legislación peruana. Afirmó que no corresponde a la CIDH reemplazar los órganos de la jurisdicción interna en la valoración de las pruebas producidas en juicio y en la determinación de la responsabilidad penal de las presuntas víctimas, máxime cuando esos órganos actuaron con arreglo a las garantías de un debido proceso. Señaló que las presuntas víctimas fueron asistidas por abogados de libre elección o nombrados de oficio, y que pudieron interponer los recursos previstos en la legislación interna sin limitación alguna. Manifestó que los procesos penales fueron decididos por magistrados independientes e imparciales, quienes fundamentaron sus decisiones en las pruebas producidas en las distintas etapas del proceso.

37. El Estado refirió que entre enero y febrero de 2003 se realizaron reformas legislativas en materia de investigación, procesamiento y ejecución penal por el delito de terrorismo, las cuales implicaron la nulidad de juicios realizados en la década de noventa conocidos por jueces militares o civiles con identidad secreta
. Sostuvo que este nuevo marco legislativo se adecua a los estándares del sistema interamericano de promoción y defensa de los derechos humanos y a la Constitución Política del Perú. De acuerdo con la información proporcionada por el Estado, los procesos seguidos contra las presuntas víctimas no tuvieron su validez alterada tras la adopción del nuevo marco legislativo en materia de terrorismo a comienzos de 2003. El Estado indicó que el 4 de octubre de 2004 la Sala Penal Nacional dispuso que el proceso seguido a los co-imputados Orestes Auberto Urriola y Cecilia Rosana Núñez no se enmarcaba en las causales de nulidad establecidas en el Decreto Legislativo Nº 926.
38. En cuanto a la supresión de beneficios carcelarios a personas condenadas por terrorismo, dispuesta en la Ley 29423 del 12 de octubre de 2009, el Estado afirmó que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano ha establecido que dichos beneficios no generan derechos adquiridos, siendo susceptibles a restricciones establecidas en ley y en base a criterios objetivos y razonables. Agregó que la Ley 29423 fue promulgada de conformidad con la Constitución Política del Perú y señaló que la restricción a la concesión de los beneficios carcelarios no atenta contra la finalidad resocializadora de la pena.
39. Por último, el Estado afirmó que los hechos alegados en las tres peticiones no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana y solicitó que la CIDH declare las denuncias inadmisibles en virtud de los artículos 47.b) y c) de la Convención.

2.
Alegatos específicos

Orestes Auberto Urriola Gonzáles (P 744-98)

40. El Estado efectuó una narración similar a la de los peticionarios respecto del proceso seguido al señor Urriola Gonzáles luego de su segunda detención en agosto de 1996, así como el resultado de la acción de habeas corpus decidida en última instancia el 25 de junio de 2004 por el Tribunal Constitucional. Manifestó que los magistrados que conocieron las acusaciones contra la presunta víctima se encontraban debidamente identificados y aplicaron la legislación vigente al momento de dictar las respectivas sentencias. Señaló que diferentes testigos sindicaron a la presunta víctima de ser miembro del Sendero Luminoso y de haber alquilado un inmueble destinado al acondicionamiento de coches bomba utilizados en atentados contra la población civil en la provincia de Lima entre mayo y julio de 1992. Manifestó que al ser intervenido en agosto de 1996 existía una requisitoria en su contra a raíz de una condena penal por terrorismo, la cual no llegó a ser cumplida integralmente en virtud de su fuga del Penal de Ayacucho en marzo de 1982. 
41. El Estado hizo hincapié en que a la fecha de presentación de la petición a la CIDH en noviembre de 1998, aún se encontraba pendiente el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia sobre un recurso de nulidad interpuesto por los representantes legales del señor Orestes Auberto Urriola Gonzáles, el cual fue resuelto en ejecutoria de 10 de diciembre de 1999. Con fundamento en lo anterior, sostuvo que la petición fue presentada sin que se hubiesen agotado los recursos de la jurisdicción interna y solicitó que la misma fuese declarada inadmisible en virtud del artículo 46.1.a) de la Convención.

Cecilia Rosana Núñez Chipana (P 614-00)
42. El Estado efectuó una narración similar a la de los peticionarios respecto de las decisiones adoptadas en el marco del proceso penal seguido contra la señora Núñez Chipana. Destacó que las evidencias producidas en diferentes etapas del proceso penal arrojaron la participación de la presunta víctima en atentados con coches bomba contra la población civil en la provincia de Lima entre mayo y julio de 1992. Señaló que el 4 de octubre de 2004 la Sala Penal Nacional redujo la pena que le fuera impuesta, de 30 a 25 años de privación de libertad, por considerar que la Corte Suprema de Justicia había vulnerado el principio de no reformatio in peius, garantizado en la normativa constitucional y procesal peruana.

43. El Estado afirmó que en la misma resolución de 4 de octubre de 2004 la Sala Penal Nacional consideró que el proceso seguido contra la señora Núñez Chipana y demás co-imputados no se enmarca en las causales de nulidad previstas en el Decreto Legislativo No. 926, por cuanto la acusación fiscal y sentencias de primera y segunda instancia fueron proferidas por representantes del Ministerio Público y jueces debidamente identificados. Agregó que si bien algunas pruebas producidas en la etapa preliminar fueron instruidas por fiscales con identidad secreta, la Sala Penal Nacional consideró que ello no implicaba la nulidad del proceso, toda vez que a partir del auto de enjuiciamiento los operadores de justicia intervinientes se encontraban identificados.

44. El Estado sostuvo que al haber interpuesto su denuncia el 27 de noviembre de 2000, los peticionarios no observaron el plazo previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención. Manifestó que aún cuando el representante legal de la presunta víctima haya tomado conocimiento de la sentencia firme contra la señora Núñez Chipana solamente el 25 de mayo de 2000, conforme fuera señalado por los peticionarios en sus escritos, la denuncia debió ser sometida a conocimiento de la CIDH hasta el 25 de noviembre del mismo año para que cumpliera con el aludido plazo convencional.

Cipriano Sabino Campos Hinostroza (P 1300-04)
45. El Estado efectuó una narración similar a la de los peticionarios respecto de las actuaciones judiciales en los procesos seguidos contra el señor Campos Hinostroza, así como el resultado de la acción de habeas corpus decidida en última instancia por el Tribunal Constitucional el 25 de junio de 2004.
46. El Estado refutó las alegaciones de los peticionarios, según las cuales el único elemento probatorio en contra del señor Campos Hinostroza sería un atestado producido por la Policía Nacional. Señaló que la responsabilidad penal del señor Campos Hinostroza fue establecida a raíz de diferentes medios probatorios producidos tanto en la etapa preliminar como en el juicio oral, los cuales fueron valorados con criterio de conciencia por parte de las autoridades judiciales que intervinieron en el proceso. 
47. Con relación a la alegada vulneración al artículo 7 de la Convención, el Estado afirmó que la privación de la libertad del señor Campos Hinostroza se encuentra amparada legalmente por sentencia condenatoria emitida dentro de un proceso regular en el cual se han respetado las garantías de un debido proceso.
48. En cuanto a la alegada violación al derecho protegido en el artículo 21 de la Convención, el Estado manifestó que la supuesta sustracción de bienes muebles de la madre de la presunta víctima por parte de agentes de la DINCOTE constituye una afirmación unilateral de los peticionarios sin que exista medio probatorio alguno que lo acredite. Agregó que la presunta víctima no inició acción judicial con el propósito de recuperar los bienes que habrían sido sustraídos y permitir que su derecho a la propiedad fuese amparado por los órganos de la jurisdicción interna.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD 
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

49. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. Las presuntas víctimas son personas naturales quienes se encontraban bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar las peticiones. 

50. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer las peticiones, por cuanto en ellas se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

51. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en las peticiones. 

52. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en las peticiones consideradas en el presente informe se alega la violación a derechos protegidos en la Convención Americana. 

B.
Agotamiento de los recursos internos

53. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
54. Con relación a la petición 744-98, el Estado sostuvo que fue interpuesta ante esa instancia internacional cuando se encontraba pendiente un pronunciamiento definitivo por parte de la Corte Suprema de Justicia sobre un recurso de nulidad deducido por la presunta víctima Orestes Auberto Urriola Gonzáles. En este sentido, afirmó que la petición no satisface el requisito de previo agotamiento de los recursos internos. Sobre tales planteamientos, la CIDH reitera su doctrina según la cual el análisis sobre los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana debe hacerse a la luz de la situación vigente al momento en que se pronuncia sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición
.
55. En las tres peticiones consideradas en el presente informe se alega la violación a diferentes disposiciones de la Convención Americana, derivada de la detención y juicios penales seguidos contra las presuntas víctimas y la supuesta incompatibilidad del marco normativo que reguló tales procesos con la Convención Americana. Por otro lado, se alega que en función de dicho marco normativo y las prácticas aplicadas, las presuntas víctimas fueron privadas de su libertad en establecimientos policiales o penales con precarias condiciones de detención, que fueron mantenidas en aislamiento celular y soportaron una serie de restricciones al derecho de recibir visitas.
56. La información presentada indica que los procesos penales culminaron en diciembre de 1999, con relación a Orestes Auberto Urriola Gonzáles y Cecilia Rosana Núñez Chipana, y en abril de 1999, con relación a Cipriano Sabino Campos Hinostroza, mediante ejecutorias dictadas por la Corte Suprema de Justicia. Luego de la resolución del Tribunal Constitucional de 3 de enero de 2003
, en la cual derogó una serie de disposiciones de la legislación antiterrorista entonces vigente, y en el contexto de la reforma legislativa sobre esa materia ocurrida entre enero y febrero de 2003, las tres presuntas víctimas requirieron la nulidad de sus condenas y su liberación inmediata. En el caso de los co-imputados Orestes Auberto Urriola Gonzáles y Cecilia Rosana Núñez Chipana, el 4 de octubre de 2004 la Sala Penal Nacional dispuso que el proceso que se les siguió no se enmarcaba en las causales de nulidad establecidas en el Decreto Legislativo Nº 926 del 19 de febrero de 2003, reduciendo la pena solamente a Cecilia Rosana Núñez Chipana. De acuerdo con las alegaciones de las partes, Orestes Auberto Urriola Gonzáles interpuso adicionalmente una acción de habeas corpus, la cual fue desestimada en última instancia por el Tribunal Constitucional el 28 de diciembre de 2004. En cuanto a la presunta víctima Cipriano Sabino Campos Hinostroza, la información presentada indica que el 10 de enero de 2003 interpuso una acción de habeas corpus, requiriendo la nulidad del proceso penal seguido en su contra
. Esa acción fue declarada infundada mediante resolución firme del Tribunal Constitucional de 25 de junio de 2004
.
57. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las presuntas víctimas invocaron y agotaron los recursos relevantes para cuestionar los procesos penales seguidos en su contra y que el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana se encuentra satisfecho a partir de las resoluciones judiciales que desestimaron la nulidad de tales procesos.

58. En cuanto a la alegada violación del derecho protegido en el artículo 21 de la Convención en perjuicio de Cipriano Sabino Campos Hinostroza, el planteamiento de los peticionarios gira en torno a una presunta sustracción de bienes de la madre de la presunta víctima, señora María Hinostroza Caso, por parte de agentes de la DINCOTE. Dado que la petición 1300-04 fue presentada a favor del señor Cipriano Sabino Campos Hinostroza y que los peticionarios no han presentado información fáctica ni sobre la eventual interposición de denuncias o recurso judicial por parte de la señora María Hinostroza dirigidos a recuperar los bienes de su propiedad, la CIDH considera que la alegada vulneración al derecho consagrado en el artículo 21 de la Convención no satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) del mismo instrumento.
C.
Plazo de presentación de la petición

59. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
60. De acuerdo a lo narrado en el párrafo 56 supra, la acción de habeas corpus formulada por Orestes Auberto Urriola Gonzáles (P 744-98) y el recurso de nulidad formulado por Cecilia Rosana Núñez Chipana (P 614-00) fueron desestimados en última instancia el 28 de diciembre de 2004, por el Tribunal Constitucional, y el 4 de octubre de 2004, por la Sala Penal Nacional, respectivamente. Dado que tales recursos fueron decididos con posterioridad a la presentación de las peticiones 744-98 y 614-00 a esa instancia internacional, la CIDH considera que el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención se encuentra satisfecho.
61. Con relación a la petición 1300-04, de acuerdo a lo señalado en el párrafo 56 supra, la acción de habeas corpus formulada por Cipriano Sabino Campos Hinostroza fue decidida en última instancia el 25 de junio de 2004, mientras que la denuncia fue interpuesta a esa instancia internacional el 2 de diciembre del mismo año. Por lo tanto, la CIDH considera que dicha petición satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

62. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. En las peticiones consideradas en el presente informe, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

63. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
64. En vista de los elementos presentados por las partes, la CIDH considera que las circunstancias en las que se habrían dado la detención de las presuntas víctimas, la alegada intervención de operadores de justicia con identidad secreta en los procesos seguidos en su contra, y la invocada incompatibilidad del marco normativo en el cual se inscriben los hechos con la Convención Americana, podría caracterizarse la violación a los derechos consagrados en los artículos  7, 9, 8 y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, todo ello en perjuicio de Orestes Auberto Urriola Gonzáles, Cecilia Rosana Núñez Chipana y Cipriano Sabino Campos Hinostroza. La CIDH considera que de ser probados el aislamiento celular de tales personas durante el primer año de cumplimiento de condena en aplicación del artículo 20 del Decreto Ley 25475, vigente en la época de los hechos, las alegadas condiciones precarias de detención a las que habrían sido sometidas, y las supuestas restricciones al derecho de recibir visitas podrían caracterizar la violación del derecho protegido en el artículo 5 de la Convención en perjuicio de Orestes Auberto Urriola Gonzáles, Cecilia Rosana Núñez Chipana y Cipriano Sabino Campos Hinostroza, así como de sus familiares.   
65. En cuanto a la alegada violación del derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención en perjuicio del señor Orestes Auberto Urriola Gonzáles, la CIDH considera que los peticionarios no han presentado alegatos o elementos que indiquen la potencial vulneración a tal disposición.   
66. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de las peticiones no resultan evidentes, la Comisión concluye que las mismas satisfacen los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.     
V.
CONCLUSIONES

67. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que las peticiones 744-98, 614-00 y 1300-04 satisfacen los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisibles las peticiones 744-98, 614-00 y 1300-04 con relación a los artículos 5, 7, 9, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.

2. Declarar inadmisible la alegada violación al derecho consagrado en el artículo 21 de la Convención, con relación a la petición 1300-04, en virtud del artículo 46.1.a) del mismo instrumento.

3. Declarar inadmisible la alegada violación al derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención, con relación a la petición 744-98, en virtud del artículo 47.b) del mismo instrumento.

4. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

5. Acumular las peticiones consideradas en el presente Informe de Admisibilidad bajo el registro de caso 12.773 e iniciar el trámite sobre el fondo de la cuestión. 

6. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Aprobado a los 26 días del mes de agosto de 2010. Felipe González, Presidente Paulo Sergio Pinheiro, Primer Vice Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vice Presidenta; Luz Patrícia Mejía Guerrero,  María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión
� Presentada el 11 de noviembre de 1998 en nombre propio. El 30 de octubre de 2000 el padre de la presunta víctima, señor Pelayo Urriola Canales, se constituyó como co-peticionario.   


� Presentada el 27 de noviembre de 2000 por Bruno Núñez Chipana. El 3 de marzo de 2002 el señor Marino Alvarado Betancourt se constituyó como co-peticionario. El 13 de abril de 2010 el señor Juan Francisco Tulich Morales se constituyó como co-peticionario. En sus escritos remitidos a la CIDH, el Estado y los peticionarios se refirieron a la presunta víctima con los nombres Cecilia Rosana Núñez Chipana, Cecilia Rosana “Nuñez” Chipana y Cecilia “Rossana Nuñez” Chipana.


� Presentada el 2 de diciembre de 2004 en nombre propio. El 12 de octubre de 2005 el Centro de Desarrollo Humano se constituyó como co-peticionario. En sus escritos remitidos a la CIDH el Estado y los peticionarios se refirieron a la presunta víctima con los nombres Cipriano Sabino Campos Hinostroza y Cipriano “Gabino” Campos Hinostroza. 


� Decreto Ley No. 25475, art. 12.d.


� Decreto Ley No. 25475, art. 20.


� La investigación, juzgamiento y ejecución penal respecto del delito de traición a la patria fueron regulados por los Decretos Leyes Nos. 25708 y 25744.


� El derecho a ser asesorado por un abogado defensor de libre elección desde las primeras etapas del procedimiento penal fue posteriormente incorporado por el artículo 2 de la Ley 26447.   


� Decreto Ley No. 25475, art. 13.h.


� Mediante la promulgación de la Ley 26671, el 12 de octubre de 1996, desapareció la figura de los jueces y fiscales sin rostro.


� Decreto Ley No. 25744, art. 2.


� Decreto Ley No. 25475, art. 2. 


� Decreto Ley No. 25475, art. 3. 


� Decreto Ley No. 25499, arts. 1.II.a y 1.III.


� Decreto Supremo Nº 015-93-JUS, artículos 8.a y 36.


� El vencimiento de la vigencia de la Ley de Arrepentimiento fue determinado por la Ley 26345 del 30 de agosto de 1994. 


� Resolución del Tribunal Constitucional del 3 de enero de 2003, Expediente Nro. 010-2002-AI/TC, acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marcelino Tineo Silva y otros ciudadanos.


� Resolución del Tribunal Constitucional del 3 de enero de 2003, Expediente Nro. 010-2002-AI/TC, acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marcelino Tineo Silva y otros ciudadanos, fundamento 159.


� El 8 de enero de 2003 el Congreso de la República del Perú promulgó la Ley 27913, por medio de la cual delegó facultades al Poder Ejecutivo para legislar en materia de terrorismo.


� El Decreto Legislativo 927 regulaba la ejecución penal en materia de terrorismo. Dicho decreto fue derogado el 14 de octubre de 2009, con la promulgación de la Ley 29423, la cual suprimió la posibilidad de que personas condenadas por terrorismo soliciten los beneficios penitenciarios de redención de la pena, semi-libertad o libertad condicional.


� Decreto Legislativo 922, art. 12.8. 


� Decreto Legislativo 922, disposición complementaria quinta. 


� De acuerdo con la información presentada por las partes, las presuntas víctimas Orestes Auberto Urriola y Cecilia Rosana Núñez fueron co-imputadas en el proceso con expediente 73-95, en el cual recayó la ejecutoria de 10 de diciembre de 1999.


� Véase el párrafo 13 supra.


� El artículo 2º del Decreto Legislativo 926 del 20 de febrero de 2003 establece lo siguiente:


La Sala Nacional de Terrorismo, progresivamente en un plazo no mayor de sesenta días hábiles desde la vigencia del presente Decreto Legislativo, anulará de oficio, salvo renuncia expresa del reo, la sentencia y el juicio oral y declarará, de ser el caso, la insubsistencia de la acusación fiscal en los procesos penales por delitos de terrorismo seguidos ante la jurisdicción penal ordinaria con jueces o fiscales con identidad secreta.


� CIDH, Informe No. 2/08, Petición 506-05, José Rodríguez Dañín (Bolivia), 6 de marzo de 2008, párr. 56 e Informe No. 20/05, Petición 714-00, Rafael Correa Díaz (Perú), 25 de febrero de 2005, párr. 32.


� Véase el párrafo 13 supra.


� El artículo 4 del Código Procesal Constitucional peruano establece que “[e]l hábeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva.” 


� En dicha resolución, el Tribunal Constitucional señaló que “si bien es cierto que no está dentro de sus atribuciones sustituir la jurisdicción de los jueces penales, también lo es que, en casos donde exista arbitrariedad, sí puede evaluar si la condena impuesta a una persona se ha sustentado en una valoración adecuada y razonable de los medios de prueba actuados en el proceso penal (...).” Véase escrito inicial de la petición 1300-04, recibido el 2 de diciembre de 2004, anexos, resolución del Tribunal Constitucional de 25 de junio de 2004, Exp. No. 2909-2003-HC/TC, fundamento número uno.





